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Las lecciones de la crisis del 1 de marzo en la frontera 
colombo-ecuatoriana. El peso de los macro escenarios 

En la evolución del conflicto interestatal entre Colombia y Ecuador, el
primer semestre del 2008 fue abundante en lecciones por decantar y pro-
cesar. Aunque las relaciones diplomáticas entre los dos países comenzaron
a tensionarse ocho años antes, cuando se conocieron las estrategias del
Plan Colombia1 y se anunció que el “Golpe al Sur” o “Push into the
Southern” en términos militares se iniciaría en el departamento del Putu-
mayo, estas alcanzaron su perfil más crítico con la reciente incursión mili-
tar colombiana contra el campamento de Raúl Reyes en territorio ecua-
toriano. 

Más allá del suceso mismo, que motivó toda suerte de declaraciones y
reacciones de las partes directamente involucradas y de quienes conside-
raron necesario sentar posición frente a un hecho que de repetirse podía
afectarlos en el futuro, el bombardeo aéreo y el ingreso de tropas colom-
bianas a la rivera opuesta del río Putumayo, movió las piezas del ajedrez

El desarrollo regional en escenarios 
glocales fronterizos con producción 
de drogas y conflicto armado

Aura María Puyana Mutis
Universidad Nacional de Colombia

1 “Plan Colombia: Plan para la Paz, la prosperidad económica y el fortalecimiento del Estado”
aprobado por el Congreso de los Estados Unidos en junio de 2000. En Colombia reemplazó la
primera versión elaborada por el presidente Andrés Pastrana Arango en 1998 en el marco del
proceso de paz con la guerrilla de las FARC. Sustituyó en la práctica, igualmente, al Plan
Nacional de Desarrollo “Cambio para Construir la Paz” aprobado por el legislativo en agosto
del 2000.
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intercambiar “sin condiciones” a los respectivos encargados de negocios,
tuvo que suspender sus buenos oficios ante nuevas discordias entre Quito
y Bogotá, dejó en claro al menos tres lecciones: la primera, que las condi-
ciones mismas para la participación de terceros mediadores es frágil cuan-
do el manejo de la política exterior es personal y desinstitucionalizada; la
segunda, que las expectativas de solución no pueden afincarse exclusiva-
mente en los posibles arreglos entre los poderes centrales; y la tercera que
la participación de otros actores políticos, económicos, académicos y so-
ciales provenientes de ese mismo centro gravitacional, aunque convenien-
te por su bagaje intelectual y experiencia acumulada, no alcanza a cimen-
tar una fuerza ciudadana sólida como para enderezar el rumbo.

Si bien es cierto que los flujos comerciales y migratorios interfronteri-
zos se han comportado normalmente y que la concordia entre los pueblos
continúa siendo la nota dominante, en el escenario binacional se extraña
el protagonismo político de los sectores sociales e institucionales asenta-
dos en el territorio. Esta participación, a todas luces necesaria, colocaría
en otro punto de inflexión las relaciones Colombia-Ecuador, y contribui-
ría a destrabar, desde lo regional, el engranaje diplomático paralizado con
el incidente de Angostura.

El ingreso de los actores locales

En este sentido es creíble afirmar que la tarea emprendida por la OEA
puede correr con mejor suerte. La XXV Reunión Especial de Ministros de
Relaciones Exteriores que se realizó en Washington el 17 de marzo del
2008 optó por conciliar las posiciones contrapuestas de los gobiernos me-
diante la fórmula transaccional de no condenar a Colombia por lo ocu-
rrido a cambio de un compromiso de no repetición por parte suya, pero
cuidándose de adicionar instrucciones específicas para la progresiva nor-
malización de las relaciones binacionales.

Al entenderlas en forma amplia como constituidas por ámbitos políti-
cos, institucionales, territoriales, socioeconómicos, ambientales y de segu-
ridad regional, la OEA propone actuar en dos direcciones simultáneas: la
vía diplomática por donde transitan normalmente las cancillerías y la vía
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geopolítico subregional donde confrontan dos diferentes propuestas de
integración regional y continental. Mientras Colombia confluye con Es-
tados Unidos en la perspectiva del libre comercio y la seguridad hemisfé-
rica en clave antinarcóticos y antiterrorista, Ecuador se acerca al bloque
de países suramericanos interesados en fortalecer el multilateralismo y las
ventajas competitivas regionales en la óptica de reducir asimetrías frente a
la hegemonía norteamericana. Auscultar cuáles son esas apuestas estraté-
gicas y hasta qué punto ellas influyeron en la coyuntura es uno de los inte-
rrogantes por resolver.

Con nitidez se manifestaron también las distancias conceptuales entre
los presidentes Álvaro Uribe y a Rafael Correa sobre temas neurálgicos de
la política interna e internacional que cada quien aspira a implementar en
escenarios propios y compartidos. Ello no significa que estas no se cono-
cieran sino más bien que en esos días críticos la trama argumental pudo
exponerse en forma más completa. Las formulaciones discursivas sobre
soberanía nacional, inviolabilidad territorial, no intervención y neutrali-
dad frente al conflicto armado interno defendidas por Ecuador fueron
confrontadas por Colombia con la tesis de la seguridad preventiva, la legí-
tima defensa y la corresponsabilidad internacional contra actores terroris-
tas acampamentados fuera de las fronteras nacionales. 

El manejo posterior de las divergencias entre los dos países dejó tam-
bién muchos sinsabores. Al ratificar los principios del Derecho Interna-
cional, el Grupo de Río permitió reestablecer los canales de comunicación
rotos por el bombardeo, pero dejó en el tintero recomendaciones más pre-
cisas sobre los pasos a seguir para restablecer las relaciones diplomáticas
entre Colombia, Ecuador y Venezuela, o por lo menos para que estas no
continuaran deteriorándose con declaraciones y contradeclaraciones de
las partes. El manejo mediático que se dio a la sesión de Santo Domingo
y el uso a cuentagotas de la información contenida en los computadores
de Reyes confirmaron la sensación de que los abrazos televisivos propicia-
dos por el presidente Leonel Fernández solo traducían un arreglo que se
quedaba a medio camino.

Las recientes dificultades de la Comisión de Diálogo Binacional aus-
piciada por el Centro Carter y el Programa de las Naciones Unidas para
el Desarrollo (PNUD), quien poco después de lograr un preacuerdo para
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legal, donde rigen las normas y políticas definidas por los Estados, y en el
territorio socialmente construido por colombianos y ecuatorianos donde
la frontera es histórica, flexible, de accionar diversificado y predominan-
temente pacífica. Sin descalificar la importancia interpelativa del discur-
so de la hermandad de los dos pueblos, ese equilibrio no se logra median-
te la exaltación de los valores comunes o la simple inercia de los intercam-
bios económicos y sociales; se requiere ante todo auscultar las visiones de
futuro, los lineamientos de política y las estrategias ya planteadas en Co-
lombia y Ecuador que permitirían formular una Agenda Común de De-
sarrollo y Paz en las fronteras. Una tarea pendiente por realizar. 

Del inventario inicial se concluye que esa sintonía se encuentra, antes
que en las políticas nacionales de desarrollo, seguridad y defensa promul-
gadas por Álvaro Uribe Vélez y Rafael Correa, en las voces y redes institu-
cionales, sociales, étnicas y comunitarias que desde lo local vienen propo-
niendo soluciones en un tono distinto del actual. En tanto germen de la
construcción de políticas públicas desde lo social, es prioritario oír esas
pulsaciones. Gobiernos locales de Nariño, Putumayo, Sucumbíos, Carchi
y Esmeraldas, Consejos de Comunidades Afrodescendientes de Tumaco y
San Lorenzo, Autoridades Tradicionales de los Pueblos Kofán, Pastos y
Awas, la Red fronteriza de Paz y la Mesa Departamental de Organizacio-
nes Sociales Campesinas del Putumayo, entre otras muchas, han formu-
lado propuestas políticas, sociales, humanitarias, económico-productivas
y de ordenamiento ambiental territorial con buena dosis de razonabilidad
y arraigo. 

Plataformas programáticas sobre lo que se desea y se requiere, adver-
tencias sobre lo que se puede prevenir y sobre lo que está mal encamina-
do, se cuentan por cientos en el caso de Colombia. Sin duda existen tam-
bién en Ecuador, en especial desde el año 2000 cuando el Plan Colombia
y la Iniciativa Regional Andina, contrario a lo anunciado, focalizaron e
incrementaron el conflicto en las fronteras. Diagnósticos y soluciones dis-
tintas en temas de políticas de control de drogas y desarrollo alternativo,
por ejemplo, hubieran evitado desde daños a la población en su seguridad
alimentaria y su salud, hasta los descalabros técnicos y financieros que
acabaron con las cadenas productivas del palmito, la madera, el concen-
trado de yuca y los cárnicos en la región del Putumayo. 
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regional por donde trasiegan un sinfín de actores locales con perspectivas,
vivencias e intereses distintos sobre la vida en la frontera y sobre sus con-
flictos.

Las seis recomendaciones presentadas por la Misión de Facilitación son
las siguientes:

• Reestablecer las relaciones y mecanismos de consulta política existente.

• Fortalecer los mecanismos de cooperación y diálogo fronterizo, y estu-
diar un eventual mecanismo de alerta temprana.

• Desarrollar programas de cooperación e integración fronteriza, inclu-
yendo proyectos en el área de medio ambiente con apoyo del BID, la
CAF y el PNUD.

• Incentivar el diálogo entre la sociedad civil de ambos países.

• Intensificar las relaciones entre entidades empresariales de ambos paí-
ses con el propósito de fortalecer el comercio bilateral fronterizo. 

Con un lenguaje aún por precisar, como el tipo de sectores sociales a con-
siderar y los alcances reales de la participación de lo que se denomina
“sociedad civil de ambos países”, el énfasis por lo regional abre una ven-
tana de oportunidad para crear nuevos escenarios de interlocución en los
640 kilómetros de frontera común. Se airearían así los espacios copados
por los actores hemisféricos, subregionales y nacionales con excesiva inci-
dencia en lo local, y se reconocerían realidades particulares no vistas o no
suficientemente valoradas por quienes formulan las políticas nacionales.
Se activarían también capacidades endógenas para el mejor posiciona-
miento de las autoridades y comunidades frente a todos los actores arma-
dos, cuyas determinaciones pesan significativamente en la propagación
del conflicto en la región. 

Equilibrar el peso de esas macrovariables exige encontrar las ideas-
fuerza y los factores dinamizadores positivos a cada lado de la frontera
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cionales y binacionales, más aún cuando estas se sobrecalientan por el
conflicto armado, el narcotráfico y la geopolítica imperial, no está por
supuesto asegurado, pero se debe intentar. 

La Agenda Positiva Viable requiere construirse sobre pilares distintos
a los rutinarios, reemplazando el diseño técnico perfecto pero poco liga-
do a la realidad de las regiones, o el listado de las necesidades siempre
abundantes y permanentes, por las fortalezas políticas endógenas, siempre
escasas y fluctuantes pero con energías movilizadoras reales. ¿Dónde en-
contrarlas? Además de los vectores sociales enunciados anteriormente es-
tán los soportes de identidad ideológica y programática plasmados en el
Plan Ecuador promulgado por el presidente Rafael Correa en abril del
2007 y el Plan de Desarrollo “Adelante Nariño” del Gobernador Antonio
Navarro Woolf para el período 2008-2012. Antes que procurar cambios
sustanciales en las líneas polares de Álvaro Uribe y Rafael Correa, es esta
sintonía política e institucional la que debe aprovecharse a profundidad. 

El “Plan Ecuador. Construyendo fronteras positivas: respuesta de paz,
justicia y equidad” se define como una política de Estado inspirada en
principios de Seguridad Humana, Paz y Desarrollo que aspira a mejorar
la calidad de vida de la población y a fomentar una frontera segura y diná-
mica con Colombia3 acogiéndose a la cooperación respetuosa y equilibra-
da entre vecinos. Con una inversión inicial de $ 135 millones de dólares,
un horizonte de ejecución de doce años y un enfoque multidimensional,
multisectorial y preventivo se plantea siete ejes de intervención prioritaria
para los cantones de San Lorenzo, Tulcán, Carchi, Sucumbíos, Lago Agrio
y Putumayo en su primera etapa: fortalecimiento institucional, reactiva-
ción económica y empleo, infraestructura social básica, manejo sostenible
de los recursos naturales, administración de justicia y control de ilícitos,
derechos humanos, asistencia humanitaria y refugio, y protección de la
seguridad nacional y la integridad del Estado.

El Plan Ecuador combina estrategias de desarrollo socioeconómico
regional con políticas de contención de las dinámicas negativas que se
considera afectan la gobernabilidad de la frontera norte: el narcotráfico,
las incursiones armadas, las fumigaciones aéreas con agrotóxicos, el des-
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Pero la escucha deliberativa y democrática plantea exigencias no siem-
pre fáciles de resolver. La presión de las macrovariables impuestas por la
guerra contra las drogas y contra el terrorismo, por el centralismo de las
instituciones e incluso por el talante de los funcionarios a la hora de defi-
nir los proyectos de veredas y comunidades, convierte muchas veces el en-
cuentro entre sociedad y gobierno en una rutina sin resultados. La inter-
locución exitosa requiere contar con una voluntad realmente incluyente
de los sectores sociales populares que viven en la zona de frontera, donde
se acepte que su participación es sustantiva y permanente en lugar de
marginal y esporádica, y donde se incorporen los tonos heterogéneos en
los que se habla, sin pretender anular sus apuestas presentes y futuras bajo
los esquemas homogéneos del mercado y de la seguridad como control. 

De manera tajante implica considerarlos como sujetos políticos habi-
litados para decidir y no ya como beneficiarios de la acción estatal, como
víctimas pasivas de una guerra frente a la que no son capaces de fijar posi-
ción o peor aún como personas bajo toda sospecha por provenir de con-
textos con cultivos de coca, tráficos ilícitos y presencia de grupos arma-
dos. Replantear el sentido de la participación es una exigencia académica
y política inmediata en “tiempos de condena”2. Basta aquí recordar a
Alain Touraine, quien cansado del yugo de las estructuras en el análisis
sociológico, del que fue artífice intelectual, escribió uno de sus libros más
sugestivos y autocríticos: “El regreso del actor”. 

La necesaria sintonía institucional regional

Con ánimo pesimista podrían retrotraerse los numerosos convenios andi-
nos y binacionales sobre cooperación, integración y desarrollo fronterizo
que llenan los anaqueles de los Ministerios y las Alcaldías, más los planes
y proyectos de desarrollo conjunto sin viabilidad financiera y política para
concretarlos. De los cuales, no cabe duda, hay bastantes páginas bien
escritas. Escapar al síndrome del frustrado desarrollo de las periferias na-
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Aura María Puyana Mutis
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Guerra Civil Española. 



para la generación de ingresos y el desarrollo humano integral define el
acceso equitativo a la educación, la salud, la nutrición, el agua potable, la
tierra, el capital y la tecnología; un enfoque territorial conlleva a adecuar las
políticas y proyectos a las características geográficas, socioeconómicas,
ambientales y productivas de sus subregiones, y un enfoque de integralidad
propone esfuerzos simultáneos y coordinados por parte de todos los acto-
res presentes en el territorio, buscando superar el trabajo de “agencias sepa-
radas y esfuerzos dispersos” con menores impactos en la inversión social.

Cohesión interna, integración regional, relación con la nación y her-
mandad con Ecuador son los ejes de articulación del Plan de Desarrollo.
Sobre este último aspecto, Navarro Woolf combina las propuestas de desa-
rrollo binacional fronterizo con líneas de acción política que contrarresten
las variables tensionantes del conflicto y el centralismo de las decisiones
sobre el área. Participar en escenarios comunes, identificar intereses com-
partidos, reforzar los vínculos históricos entre las dos naciones y crear un
Observatorio de Frontera son algunas de las principales líneas de acción.

De este recuento comparativo resaltan dos aspectos centrales: frente al
principio restrictivo de la seguridad como “control militar y social del
territorio” según definición del Plan Colombia Fase II (2007-2013), un
gobierno central (Ecuador) y un gobierno regional (Nariño) coinciden
articular sus políticas alrededor de la Seguridad y el Desarrollo Humano
Integrales; estos dos conceptos se preocupan por proveer entornos segu-
ros a los ciudadanos, pero sin escindirlos del despliegue de capacidades y
el acceso equitativo a las oportunidades para alcanzar niveles óptimos de
autonomía personal y colectiva. Aunque las condiciones de conflictividad
en Nariño imponen acentos diferenciales en las maneras de garantizar la
seguridad ciudadana y la gobernabilidad en el territorio respecto de lo que
se pretende alcanzar en Ecuador, los dos caminos no se restringen al con-
trol militar y policial, ni conciben el desarrollo como una de sus conse-
cuencias posteriores. 

Plan Ecuador y Adelante Nariño se apartan también de las soluciones
a la pobreza extrema a partir de subsidios públicos asistencialistas para
alcanzar el “mínimo vital” de subsistencia, medido con menor o mayor
amplitud por las fórmulas del Banco Mundial y las también estrechas
Metas del Milenio. Políticas de “Máximos Sociales” enunciadas por
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plazamiento forzado y el incremento de la violencia en el territorio. No se
encuentra aquí una gran arquitectura de desarrollo binacional fronterizo,
en el entendido de que este requiere condiciones previas de estabilidad pa-
ra concretarse. En el marco de una relación interestatal armónica, se pro-
pone a Colombia trabajar por una circulación segura de bienes y servicios
legales, así como propiciar la participación social para la coexistencia pací-
fica entre las comunidades colindantes. Razonablemente se supone que
otros serán los ámbitos para el diseño de la integración económica bina-
cional, necesaria en un futuro próximo pero no tan apremiante como la
solución de los problemas de la coyuntura. 

Siendo un documento del ejecutivo central, resta aclarar cómo va en
su desarrollo, cuán sólida y articulada es la institucionalidad de soporte,
cuán sostenible su proyección en el tiempo y cuán significativa la com-
prensión y asimilación de sus estrategias entre los gobiernos y las organi-
zaciones sociales locales, la base fundamental de su implementación. 

El Programa de Gobierno Departamental “Adelante Nariño” se pro-
pone enfrentar problemas persistentes de violencia, pobreza por encima
del promedio nacional (64% contra 44%), presencia de cultivos de uso
ilícito, acceso limitado al capital y a la tecnología, baja productividad del
minifundio, deficiente infraestructura, vulnerabilidad ambiental y margi-
nalidad económica y geográfica, a través de dos estrategias estructurantes:
“Generación de Ingresos: primero los pobres, desarrollo sostenible e
inversión social” y “Democracia Participativa y Cero Corrupción”. La pri-
mera para reducir las asimetrías regionales y la pobreza de la población, y
la segunda para garantizar la asignación y el control social del presupues-
to con una gestión transparente basada en resultados y nula corrupción.4

Interesa aquí resaltar la primera estrategia donde se condensa el grueso
de los programas a ejecutar y la mayor afinidad con el Plan Ecuador, en la
mira de extraer recomendaciones prácticas para la formulación de políticas
públicas en la frontera común. Primero los pobres se orientan a mejorar la
situación socioeconómica y productiva de la región y la de sus sectores más
deprimidos a través de un modelo democrático de desarrollo endógeno y
de acumulación para sus pequeños empresarios. Un enfoque de activos

64

El desarrollo regional en escenarios glocales fronterizosAura María Puyana Mutis

4 Revisar el Programa de Gobierno “Vamos Nariño 2008-2012”.



poder regional-territorial y la distribución de los recursos productivos,
especialmente rurales, en el caso de Colombia. La definición militar
de cuatro décadas de un conflicto armado interno disfuncional a esos
objetivos, pesa de manera superlativa en las cinco fronteras territoria-
les de Colombia, incluida por supuesto la frontera con Ecuador. 

• Juega también la trama de los actores urbanos y rurales locales que
tejen los hilos vivos de la región, y comprueban como estos distintos
intereses los afecta en el día a día y convierten su lugar de vida en un
territorio en permanente disputa. El involucramiento es inercial, for-
zoso o voluntario. Articularse o resistir las iniciativas de la internacio-
nalización económica y política asimétrica; insertarse en economías ile-
gales interconectadas, altamente rentables y globalizadas, o promover
proyectos de desarrollo regional, de alcances menos pretenciosos pero
suficientes para proveer bienestar social integral e ingresos adecuados;
enrolarse como miembros activos o de apoyo de organizaciones arma-
das legales e ilegales, o mantenerse como población civil constructora
de paz, no involucrada en el conflicto armado, y amparada en el prin-
cipio de distinción entre “combatientes y no combatientes” son varias
de las opciones disponibles por las sociedades locales. 

Pensar que esos tres planos de intersección no se expresan en el continuum
territorial que va desde la costa pacífica occidental hasta la amazonía
oriental colombo-ecuatoriana es un error conceptual; desearlo es, simple-
mente, una quimera. El desarrollo fronterizo y binacional que se planteé
muy difícilmente será un desarrollo local a secas. 

La frontera glocal “caliente”

La frontera viva es el cruce de caminos de pueblos divididos por límites
legales convencionales; su porosidad, más que una malformación históri-
ca o un aspecto negativo a remediar, es una característica consustancial a
la definición misma de lo fronterizo. Por ella transitan personas de carne
y hueso con lazos de consanguinidad, intereses recíprocos y afinidades

67

Correa o de “Distribución de Activos” incluida por Navarro en su pro-
puesta de gobierno, que preparen a los sectores vulnerables para generar
ingresos propios, permitirán no solo mejorar temporalmente los indica-
dores de Calidad de Vida (CV) y de Necesidades Básicas Insatisfechas
(NBI), sino transformaciones más estructurales en la base de la sociedad.
La manera como se materialicen estos enfoques y principios está por eva-
luar. No obstante las similitudes, el marco de derechos sociales y colecti-
vos de la nueva Constitución Ecuatoriana podría marcar la diferencia con
el Plan de Desarrollo del departamento Nariño. 

La frontera es, sin embargo, extensa y variada. La comparación deta-
llada del resto de Planes de Desarrollo y Ordenamiento Territorial de los
Departamentos, Provincias, Cantones y Municipios fronterizos, dibujarí-
an una radiografía más confiable sobre cuáles y cuántas son las potencia-
lidades políticas disponibles para dinamizar la paz y desarrollo en la fron-
tera colombo-ecuatoriana. Si estas no existen, el primer reto es aumentar
ese espectro de afinidades locales binacionales.

Lo global y lo local en la frontera común 

La frontera colombo-ecuatoriana es un caso paradigmático de escenario
“glocal” donde confluyen por lo menos tres planos de intersección: 

• Las dinámicas y actores de decisión que responden a la reconfigura-
ción del mapa de las hegemonías mundiales posterior Guerra Fría, y a
las necesidades de la internacionalización económica y financiera des-
territorializada. En términos de los especialistas de la política y la eco-
nomía global, la inserción estructural en el Nuevo Orden Internacio-
nal (NOI).

• Los proyectos nacionales contrastantes sobre el modelo de sociedad y
régimen político que deben imperar en los dos países. En el caso de
Ecuador con reformas constitucionales que renueven el sistema de
partidos y consoliden el Estado Social de Derecho, y con drásticos
procesos de reestructuración de las instituciones, los equilibrios del
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paces de manejar la situación interna y las presiones externas que se ejer-
cen sobre ellos. La presencia de la insurgencia talibán, los cultivos de
adormidera y el comercio de la heroína en los límites entre Afganistán y
Pakistán genera, por ejemplo, apuestas muy distintas de las que Estados
Unidos comienza a manejar con Canadá por el intenso tráfico de mari-
huana hacia su interior, o con México donde el deterioro de los indicado-
res de drogas y violencia convertirían los 3 156 kilómetros del cordón
fronterizo en el epicentro de las “amenazas a la seguridad nacional”, según
el lenguaje utilizado por la Casa Blanca. Cifras recientes así lo confirma-
rían: 10 000 mil toneladas métricas de marihuana, 105 toneladas métri-
cas de heroína, 380 toneladas métricas de cocaína, equivalente estas al
90% del total exportado hacia el norte desde América del Sur, y abundan-
te dotación de metanfetaminas pasaron exitosamente hacia los centros de
consumo estadounidenses en el 2007; en el camino inverso, entre 10 mil
y 12 mil millones de dólares en efectivo y armas a granel retornaron a
México como resultado de ese comercio ilegal5.

Las guerras intestinas y ahora también contra el Estado desatada por
los carteles de Tijuana, Juárez, el Golfo y Sinaloa causaron 3 391 muertes
violentas entre enero y septiembre del 2008, más que todas las registradas
en el año inmediatamente anterior (2 673). Según la BBC6, es tal la espi-
ral de la violencia narcotraficante y la ingobernabilidad en la frontera
norte, que solo los 443 homicidios atribuidos a las mafias en julio del
2008 superaron a los ocurridos ese mismo mes en Iraq, y se acercaron a
las 554 muertes acumuladas en los siete primeros meses en Afganistán.
No obstante este sombrío panorama, el modelamiento de la política anti-
droga enunciada por Estados Unidos en el Plan Mérida, que condiciona
la asistencia técnica y financiera al cumplimiento de las metas fijadas en
su propia “Estrategia Nacional para el Control de Drogas”, no llega a los
extremos de la intervención militar indirecta aplicada por el Plan
Colombia. 
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culturales superiores a sus potenciales diferencias, y se intercambian bie-
nes económicos manufacturados, agrícolas, laborales y de inversión según
el peso de la balanza comercial y las oscilaciones del diferencial cambia-
rio. Las relaciones de vecindad entre gobiernos y entre comunidades se
construyen en el tiempo y sobreviven a eventuales conflictos interestata-
les, siempre y cuando estos no sean, como en el caso palestino-israelí, la
nota dominante.

Es también porosa por naturaleza. Permeable a toda suerte de ilegali-
dades, en especial a las actividades propias de la economía “subterránea”
internacional, en una magnitud e intensidad variable según la función
que cada país cumpla en el mercado, las ventajas comparativas que ofrez-
ca para hacerlo viable e incluso la posición geográfica que ocupa, lo cual
siendo importante no es el factor definitivo. Contrabando de mercancías
legales y migración irregular de fuerza de trabajo; redes transnacionales de
prostitución y compraventa de menores; tráfico de drogas, insumos quí-
micos y armas, más las divisas generadas por este conjunto de actividades,
convierten a los territorios de frontera en el necesario radio de acción de
las estructuras criminales y de los ejércitos privados a su servicio. En casos
de conflicto social y armado interno, organizaciones político-militares se
establecen en zonas geográficas cercanas a los bordes según sus planes
estratégicos y según la propia dinámica de la guerra, como lo ilustran
Colombia y Sudán en la actualidad. Aprovecharse de la extraterritoriali-
dad para resguardarse militarmente o para crear bases de apoyo político y
logístico en un país vecino, es una realidad por demás frecuente en estos
casos; los vínculos coyunturales o permanentes que los grupos armados
establecen con las mafias y con los traficantes de drogas, son un factor adi-
cional en la complejidad. No por ello las fronteras se “calientan” hasta la
ruptura de las relaciones diplomáticas o el enfrentamiento bélico, frente a
mecanismos de cooperación judicial y militar, intercambio de informa-
ción o solución pacífica de las diferencias frecuentemente utilizadas por
Estados colindantes. La reiterada presencia de comandos de ETA en
Francia es un elocuente ejemplo de lo anterior. 

La porosidad político-militar en las fronteras se convierte en un asun-
to que amerita la intervención, incluso militar, de terceros países interesa-
dos, cuando existen cartas geopolíticas en juego y gobiernos débiles inca-
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5 Para mayor referencia leer el artículo: “Cartel de Sinaloa: en desequilibrio, afirma el procurador
Medina Mora”, www.noroeste.com.mx, julio 1 de 2008.

6 Para mayor referencia sobre el narcotráfico en México se puede acudir a “México en la era del
narco”, www.bbc.com, septiembre 22 del 2008.
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en 1986. Aunque los efectos simbólicos fueron mayores que los reales, por
lo efímero de su existencia, las simpatías que el M-19 despertó en Ecua-
dor eran significativas. No solo se hicieron sentir en el discurso renovador
y el fortalecimiento organizativo de Alfaro Vive Carajo, sino en apoyos
financieros directos, entrenamiento militar de combatientes y realización
de acciones armadas en el interior del país con alcances superiores a la
simple creación de una retaguardia segura en el extranjero. Las alertas so-
bre los peligros de una alianza guerrillera inspirada en los tres países fue-
ron abundantes pero no suscitaron los reclamos de complicidad activa o
pasiva con el terrorismo como los proferidos recientemente por Colombia
ante los evidentes rastros de las FARC en Ecuador.

En aras de la discusión debe aceptarse que el escalamiento del conflic-
to armado interno en Colombia y sus repercusiones en la frontera sur
tiene dimensiones poco comparables al Batallón América o a cualquiera
de los grupos singulares que lo conformaban. Es cierto también que el
despliegue de frentes guerrilleros del ELN y las FARC se intensificó en la
última década, y que la articulación entre las organizaciones armadas y el
narcotráfico, incluidos los ejércitos paramilitares, exacerbó la violencia
motivada por el control de las rentas ilícitas regionales. Queda, sin embar-
go, pendiente una pregunta, dirigida fundamentalmente a la academia:
¿es suficiente este diagnóstico bipolar entre elementos legales e ilegales,
asimilable además a lo bueno y lo malo en la guerra y la política, o requie-
re completarse con el análisis externalidades relevantes como las políticas
de seguridad hemisférica implementadas en la región?

Las paradojas de la política antinarcóticos en la frontera

Una lectura recortada del “Plan Colombia: Plan para la paz, la prosperi-
dad económica y el fortalecimiento del Estado”, lo definió como una
estrategia antinarcóticos y contrainsurgente, cuando en realidad es una
política integral compuesta por diez estrategias articuladas: crecimiento
económico, fortalecimiento fiscal y financiero, defensa nacional, justicia
y derechos humanos, lucha antinarcóticos y desarrollo alternativo, desa-
rrollo humano, participación ciudadana, corresponsabilidad internacio-
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Drogas y armas en la frontera colombo-ecuatoriana

Con frecuencia se afirma que la frontera entre Colombia y Ecuador rom-
pió su calma con la llegada del narcotráfico, los cultivos de uso ilícito, el
paramilitarismo y la guerrilla a finales de la década del ochenta y princi-
pios del noventa, y que esa peligrosa combinación de ilegalidades se con-
virtió en un problema de seguridad regional que propició, hasta cierto
punto, la intervención de Estados Unidos y Colombia para desactivarlo.
Esta es una verdad con muchos claroscuros y por lo menos dos antece-
dentes históricos que son oportunos recordar: 

A mediados de los años setenta, cuando los nacientes carteles de Cali
y Medellín apuraban una “reconversión exitosa” desde la siembra y expor-
tación de marihuana hacia el procesamiento de clorhidrato de cocaína, la
importación de Pasta Básica (PBC) procedente de Perú y Bolivia se reali-
zaba por la vía terrestre panamericana que conecta las provincias sureñas
de Loja, Oro, Zamora y Guayas con el Carchi en la frontera con Colom-
bia. Ese corredor de abastecimiento, intensamente utilizado hasta la apa-
rición de las rutas aéreas clandestinas en los años ochenta, definió el papel
de Ecuador y del departamento de Nariño como puntos de paso de esa
materia prima y los insumos químicos requeridos por los traficantes
colombianos. Tulcán e Ipiales fueron fundamentales en esta tarea. El fun-
cionamiento de las redes de almacenamiento y transporte se garantizaba
con personal a sueldo, infraestructura y una alta dosis de corrupción para
neutralizar los controles en la principal ruta terrestre internacional. No se
conocieron, sin embargo, altercados diplomáticos o acusaciones de inefi-
ciencia en la llamada “lucha contra las drogas” similares a los escuchados
en los últimos años.

Si bien es cierto que la presencia relativamente tardía de las FARC en
Nariño y Putumayo ha impactado negativamente en la frontera, anterio-
res proyectos político-militares de origen urbano, campesino e indígena se
propusieron incidir en la transformación revolucionaria conjunta de los
países andinos. El rescate de la utopía bolivariana permitió al Movimiento
19 de Abril y al Quintín Lame (Colombia) a Alfaro Vive Carajo (Ecua-
dor) y al Movimiento Revolucionario Tupac Amaru (Perú), concretar ese
proyecto insurgente subregional con la creación del “Batallón América”
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2 La disminución de los cultivos de coca en Putumayo de 66 mil a 4 386
hectáreas entre 2000 y 2004, equivalente al 83% del total departa-
mental, que junto al menos 49% de la cifra nacional, auguraba el éxito
rotundo de la política antinarcóticos diseñada desde Washington. La
ecuación matemática que aconsejaba escalar el ritmo de la erradica-
ción por encima del ritmo de la resiembra, y al 80% la percepción de
riesgo del campesino de que volvería a ser fumigado si insistía, se apre-
ciaba en esos momentos acertada. 

Las cifras oficiales y los relatos de los actores sociales e instituciona-
les de base develarían, sin embargo, otro balance. Afectados por las
fumigaciones y expectantes por los desembolsos de los Pactos de
Erradicación Voluntaria, las Familias Guardabosques y los Proyectos
Productivos, los pequeños agricultores apretaron el bolsillo, detuvie-
ron temporalmente la resiembra y aceptaron las ofertas del gobierno.
Pero solo por un breve lapso. Con el fracaso de los proyectos de me-
diano y largo plazo financiados por Acción Social y USAID, del que
pueden extraerse lecciones contundentes, los plantíos de coca reapa-
recieron en Valle del Guamuéz, Puerto Asís y Puerto Leguízamo hasta
contabilizar 14 800 hectáreas en el 2007, tres veces más que en el
2004. 

Al no transformarse las condiciones del desarrollo regional que de-
sestimulen integralmente, y no solo con incentivos económicos, la
agricultura con fines ilícitos, la propensión a cultivar en lugar de desa-
parecer se mantuvo latente. Hoy Putumayo es el segundo productor
de hoja de coca en el país después del departamento de Nariño, el otro
vecino fronterizo de Ecuador. 

3 La consecuencia más relevante y tal vez la más superficialmente anali-
zada, en tanto se limita a reconocer el “efecto globo” como respuesta
del mercado a la represión a la oferta, es la movilidad de los cultivos y
del negocio de las drogas hacia el pacífico sur de Colombia, con mejo-
res ventajas comparativas para sembrar, procesar y exportar estupefa-
cientes hacia el corredor de México y Centroamérica. Nariño es hoy
primer productor de coca con 20 259 hectáreas, y es también un
importante refinador y exportador de clorhidrato de cocaína prove-
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nal y proceso de paz. La Iniciativa Regional Andina, promulgada un año
después para Colombia, Ecuador, Perú, Bolivia, Brasil, Venezuela y Pa-
namá, afectados en distinta forma por la crisis económica, la ingoberna-
bilidad y el narcotráfico, resumió en tres esos mismos lineamientos estra-
tégicos: “promover y apoyar la democracia y las instituciones democráti-
cas; fortalecer el desarrollo sostenible y la libertad de comercio y reducir
significativamente la oferta de drogas ilícitas en la fuente…” (Vargas,
2003: 3). Se traza aquí un puente directo entre los objetivos de la seguri-
dad y el libre comercio (Celi, 2003: 4) para muchos perceptible solamen-
te cuando América Latina entró de lleno a la discusión del ALCA y los
Tratados Bilaterales de Libre Comercio con Estados Unidos.

Mientras las estrategias de remodelamiento institucional y económico
seguían un curso más pausado, los operativos antinarcóticos y contrain-
surgentes eran ostensibles en el sur y el oriente de Colombia: el Plan
Patriota golpeaba los destacamentos más fuertes de los Bloques Sur y
Oriental de las FARC en el eje Caquetá-Meta-Guaviare, al tiempo que la
erradicación forzosa se concentraba en Putumayo, el primer productor de
hoja de coca con 66 000 hectáreas en el año 2000, el 40% de la total
nacional. La campaña mixta de aspersión química compulsiva y desarro-
llo alternativo condicionado y residual que se adelantó en este departa-
mento fronterizo con Ecuador cuando la tendencia se mantuvo a la baja
(2000 - 2004), y en los tres años siguientes cuando ésta se revertió, no
tuvo los resultados esperados. Además de las consecuencias sociales y
humanitarias conocidas, en el tema binacional y de desarrollo regional
que nos interesa destacar, las consecuencias fueron las siguientes:

1 El incremento de las tensiones con Ecuador a raíz de las denuncias por
los impactos de la fumigación química sobre la población y la agricul-
tura lícita, las incursiones militares en la ribera opuesta de los ríos San
Miguel y Putumayo, y la ruptura del acuerdo de no fumigación en la
franja fronteriza de los 10 kilómetros, acordado de manera verbal (sic)
con el presidente y la cancillería de Colombia. Dados los costos polí-
ticos, económicos y sociales que deben asumirse por problemas y deci-
siones ajenas, el refugio y el desplazamiento forzado son otros motivos
de reclamo. 
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das armadas de las mafias, los grupos paramilitares Nueva Generación
y Rastrojos descendientes del Bloque Libertadores del Sur de las AUC,
y los frentes 29 y 48 de las FARC por capturar una parte importante
de las ganancias generadas en cada eslabón de la cadena10. Territorios,
poblaciones, circuitos y mercancías se convierten así en un botín en
disputa. Las altas tasas de homicidios por cada 100 mil habitantes en
Tumaco (151 por cada 100 000 habitantes frente a 36 del nivel nacio-
nal), el desplazamiento forzado (87 644 personas entre 2001 y 2007)
y el aumento en las violaciones a los derechos humanos por el conflic-
to armado coinciden con esta recomposición, inadvertidamente indu-
cida por el Plan Colombia. La movilidad de los vectores de violencia
asociada a las drogas incrementó también las dificultades de las comu-
nidades en Esmeraldas, donde se incrementan las incursiones parami-
litares asociadas al tráfico de narcóticos. 

4 El último aspecto a destacar son las presiones por una mayor interre-
lación funcional ilícita con Ecuador. Tanto desde Nariño como desde
Putumayo, el remozamiento de la economía ilegal aumenta las
demandas por insumos químicos y bodegas, pero sobre todo por redes
de distribución, mejor conformadas y eficientes para el traslado de la
droga hacia puertos ecuatorianos y el sur del continente. Al crecer de
$ 2 700 a $ 4 000 o $ 5 000 el precio de kilo de cocaína al mayoreo,
la masa monetaria también aumenta; una parte se repatriará a Co-
lombia y otra se legalizará, por diferentes medios, en la economía legal
interna. Legislación adecuada y unos controles financieros y antico-
rrupción más estrictos son a todas luces, un imperativo. 

La ratificación de Ecuador como país intermediario en el tráfico in-
ternacional de drogas, sugiere otra reflexión: si bien es reconfortante
constatar la histórica ausencia de cultivos de uso ilícito en el territorio
nacional, y vital contener su aparición por las secuelas negativas que
deja en el tejido social, este no es el aspecto neurálgico a resolver mien-
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niente de esa y otras regiones del país7. La captura en el Pacífico del
87% de los cargamentos detectados en puertos y altamar, 61 ATM.
promedio anual desde el 2005, confirman el relevo del Caribe por la
región costera occidental desde Tumaco hasta el Darién, en límites con
Panamá. 

Asistimos aquí a una paradoja: la fumigación intensiva en Putuma-
yo, Caquetá y Guaviare durante la primera fase del Plan Colombia,
trasladó los cultivos de coca hacia 34 municipios del departamento de
Nariño, lo cual era previsible, pero tuvo como efecto no deseado el
traslado de los factores productivos y la integración vertical del nego-
cio en una misma zona geográfica, lo cual es una paradoja. Sobre este
estímulo empresarial perverso, favorable a las mafias y a los captado-
res de rentas, se ha escrito y hablado poco. Dueños de cargamentos y
de rutas, laboratoristas y comerciantes de insumos, constructores de
embarcaciones y transportistas, testaferros y lavadores de activos, gru-
pos armados de distinta índole, raspachines y campesinos estructura-
ron un rentable circuito glocal en el sur occidente de Colombia. Sin
contar los valores agregados por la transformación de pasta básica tra-
ída de otros departamentos, Nariño y Putumayo producen 152 tone-
ladas de cocaína cada año8 aproximadamente, con un valor bruto en
sitio de producción cercano a los $ 334 millones de dólares, una cifra
muy por arriba del PIB agrícola y el PIB total de los dos departamen-
tos, si tenemos en cuenta que a nivel macro, 600 toneladas métricas
anuales equivalen al 5,0% y el 0,5% de esos indicadores respectiva-
mente. A las 80 000 hogares rurales ligadas al cultivo, 24 000 de las
cuales están en la zona analizada, les queda la menor parte, no más de
$ 8000 anuales por familia9.

En esta conjugación de intereses conflictivos, la situación del campe-
sinado cocalero y de las comunidades rurales es altamente vulnerable.
A la violencia propia del negocio ilegal se suma la presión de las ban-
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10 En Nariño existen también 5 frentes del Ejército de Liberación Nacional (ELN), siendo el más
fuerte Comuneros del Sur. Los vínculos con los dineros de la droga, aunque crecientes según
informes oficiales, son mucho menores que los recaudados por las FARC. Además de los fren-
tes 29 y 48, las FARC operan las columnas Jacinto Mata llana, Policarpo Salab Arrieta, Antonio
José de Sucre y Daniel Aldana.
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7 Cuando apenas se formulaba el Plan Colombia, existían en Nariño 3 959 hectáreas y un poten-
cial exportador de 13 toneladas de cocaína. 

8 Cálculos propios aproximados según la información contendida en el “Censo de Cultivos
Ilícitos del 2007” del SIMCI y UNODC en Colombia. Las cifras están sujetas a validación téc-
nica de productividad y decomisos efectivamente realizados. 

9 Datos estimados a partir del Informe SIMCI-UNODC anteriormente citado. 



gan de los golpes propinados a sus cúpulas. Los recaudos de las FARC por
este concepto, estimados en un 78% por el Ministerio de Defensa, están
seriamente debilitados por la ofensiva militar pero es importante valorar
como y en que proporción esto sucede en las regiones. 

La frontera sur muestra una tendencia similar. Nariño y Putumayo
recibieron la mayor descarga química del país, 468 500 hectáreas fumiga-
das entre 1999 y 2007, el 53% del total13; una erradicación manual for-
zosa de 58 000 hectáreas (36%) y una inversión directa en desarrollo
alternativo por $ 65,5 millones, equivalente al 27,4% del presupuesto to-
tal nacional asignado en el periodo. Si bien la cifra es significativa, el dese-
quilibrio entre los recursos otorgados a los dos departamentos ($ 54
millones Putumayo y $ 11 millones Nariño) y la considerable baja en la
inversión a solo el 3,7% para el período 2005-2010, es por demás signi-
ficativa: no solo resta sostenibilidad a los proyectos productivos empren-
didos, sino que va a contramano de la magnitud de las siembras, la inten-
sidad de la aspersión y los perjuicios ocasionados a la población rural. Por
razones de geopolítica interna, asociada a la negociación con las AUC y la
guerra frontal contra las FARC, el 54% del presupuesto se localizó en
Antioquia, Córdoba, Santander y Sur de Bolívar, mientras un escaso
0,4% se dirigió a Meta, Guaviare y Caquetá para citar a la región más
abandonada. 

Como consecuencia de este conjunto de decisiones de política pública,
en la frontera sur con Ecuador existen 35 072 has con coca, equivalentes
al 36% de la superficie sembrada en el territorio colombiano, dos de los
tres municipios con mayor concentración de plantíos (Tumaco y Puerto
Asís), y varias organizaciones mafiosas fragmentadas pero tan poderosas
como los antiguos carteles de Medellín, Cali y el Norte del Valle. Sobra
aclarar que el conflicto, cuyo derrame evitaría la Iniciativa Regional
Andina, hoy más que nunca tiende a concentrarse en las fronteras.
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tras Colombia, Bolivia y Perú puedan rotar internamente y entre sí las
zonas de cultivo. La propensión estructural de las periferias fronterizas
a expulsar a sus jóvenes a la “raspa” de coca en Puerto Asís, La Hormi-
ga o Tumaco, y a enrolarse en las primeras escalas de la criminalidad
es un problema aún más grave. Sin abundar en el tema, podrían afir-
marse que en el caso de Ecuador, el desarrollo alternativo preventivo
debe ser regional antes que rural, procurando oportunidades de edu-
cación y empleo a la fuerza de trabajo para que está no se desvíe hacia
actividades ilegales, y dinámicas económicas multivariadas para que
los poblados fronterizos no dependan de la redistribución local de esos
dineros. 

Con las cifras a la vista, los $ 5 375 millones de dólares comprometidos
por el Plan Colombia entre 2000 al 2007, de los cuales $ 4 333 se desti-
naron al gasto militar y $ 1 043 al desarrollo económico y social, ambos
bajo la denominación de antinarcóticos, están bastante lejos de alcanzar
las metas prometidas11: 50% menos de hectáreas de coca y amapola culti-
vadas, 50% menos de droga potencial y efectivamente exportada, fuente
de ingresos de las organizaciones armadas debilitada y estructura econó-
mica de las mafias efectivamente desvertebradas. Después de 1 178 000
hectáreas afectadas mediante métodos aéreos y manuales forzosos12, en el
2007 el país cuenta con 98 000 ó 141 000 hectáreas sembradas con coca
según el gobierno nacional o los Estados Unidos, con una tasa de inefi-
ciencia de 56 hectáreas intervenidas por cada 1 efectivamente eliminada
si atendemos a la última fuente. Las mejoras agroculturales y en el proce-
samiento, que garantizan un potencial de producción de 600 tonela-
das/año, similar al que se tenía en la curva más alta del cultivo, propor-
cionan suficientes incentivos para que los carteles regionales se recompon-
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13 Con 23 departamentos con presencia de cultivos de coca, esta concentración de la erradicación
en Nariño y Putumayo, a más de desequilibrada es altamente ineficiente. 
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11 El Plan Colombia se propuso alcanzar un 50% menos de hectáreas de coca y amapola cultiva-
das y un 50% menos de droga potencial y efectivamente exportada. Sin cuantificarlos busca
también debilitar las fuentes de ingresos de las organizaciones armadas y desvertebrar efectiva-
mente la estructura económica de las mafias. 

12 Entre 2000 y 2007, la Policía Nacional Antinarcóticos y la Dyan Corporation asperjaron 1 015
891 hectáreas con Round Up Ultra; entre 2005 y 2007, Acción Social a cargo de los Grupos
Móviles de Erradicación Manual arrancaron de manera forzosa a cargo de Acción Social arran-
caron 161 743 hectáreas. 
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Las lecciones de la política antidrogas 
para Colombia y Ecuador

¿Dónde radica la razón de tanto tropiezo? Al derivar, con lógica silogísti-
ca, que el flujo de drogas hacia los centros de consumo dependía de la eli-
minación de la materia prima vegetal, es decir, las plantas físicamente
sembradas en el territorio, el Plan Colombia enfiló baterías contra el esla-
bón social de la cadena, el más fácil de golpear y el de menores pérdidas
comparativas. Siempre será preferible y barato reponer cultivos campesi-
nos que recuperar perdidas por rutas, cargamentos y bienes incautados.

Al confundir el principio natural de la cadena, que no es otro que el
principio activo de la hoja de coca, con el principio dinamizador del nar-
cotráfico, que no es otro que el conjunto de condiciones político-institu-
cionales, sociales y económicas que permiten cumplir a cabalidad el ciclo
económico de las drogas e invertir las ganancias en la economía legal, los
cimientos de la estrategia parten del lugar equivocado. Causa por ello que
extrañeza la popularidad de un planteamiento como este, no solo por los
gobiernos, sino por la academia y expectativas de los actores locales. Si los
vasos comunicantes entre lo legal e ilegal mantienen su vitalidad, como
hasta ahora, la represión a los cultivos o el desarrollo alternativo tendrán
fracasos estruendosos y éxitos “piloto” de muy corto aliento. Una lección
válida tanto para Colombia como para Ecuador.
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